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D icen que si un animal ca-
mina como pato, vuela 
como pato y hace como 
pato, debe entonces ser 
un pato.

La intención del gobierno de com-
prar Repsol nos ha puesto a discutir 
sobre la conveniencia de tener empresas 
públicas. Y, a pesar de que cada uno tiene su 
posición, hay algo en lo que todos estamos de 
acuerdo: el presidente debe llevar este proce-
so actuando de forma transparente y legal, 
pues nadie quiere dudar sobre su honestidad 
ni convicciones democráticas.

Por eso, el señor Humala debería ser cons-
ciente de que la actitud “compare, yo respon-
do lo que yo quiero” crea el riesgo de que esta 
situación parezca algo que nadie quiere de 
nuevo en el país.

Para empezar, el presidente tiene que expli-
car cómo la compra de Repsol es compatible 
con la Constitución. Esta le exige una autori-
zación legal y expresa del Congreso (que no 
tiene) y que pruebe que la actividad empresa-
rial no puede desarrollarla un privado (lo que 
nadie entiende cómo va a probar). Tiene que 
explicar esto porque un presidente demócra-
ta y honesto respeta la Constitución.

Tiene que explicar también por qué la 
adquisición sería buen negocio. Por lo menos 
en el caso de La Pampilla, la información 
pública lleva a pensar que su compra sería 
pésima idea. Los especialistas consideran 
que no es más que chatarra. Tiene una deu-
da de US$600 millones y necesita invertir 
US$1.000 millones más solo para cumplir 
con la normativa ambiental. Por eso, y debido 
a su bajo margen de utilidad, no se habría 
escuchado de ofertas privadas por la refine-

ría (a diferencia de lo que sucedió con el 
negocio de Repsol de LNG por el que un 
privado pagó unos US$6.500 millones).  
Parece incluso que los técnicos en el go-
bierno serían conscientes de esto, pues la 
iniciativa de compra no surgió de Petro-
Perú (de hecho, en todo este embrollo el 

presidente de su directorio no ha dicho “esta bo-
ca es mía”) y por algo el MEF no firmó el reciente 
decreto supremo que facilita la adquisición de 
Repsol. Un presidente no puede dar la impresión 
de que usa el dinero irresponsablemente (por-
que así empiezan las suspicacias de que podría 
ser no un negocio, sino un negociado).

El presidente, además, tiene que explicar por 
qué se ha exceptuado a esta operación de fiscali-
zación. No pasaría por el SNIP, no estaría bajo el 
ámbito del Fonafe y los funcionarios involucra-
dos no serían considerados servidores públicos, 
lo que los libraría de sanciones administrativas 
y, en parte, de la contraloría. Un presidente ho-
nesto y demócrata actúa bajo el ojo público.

Finalmente, el presidente tiene que explicar 
cómo puede ser cierto (como señaló su ministro) 
que no se arriesgará dinero del fisco. Petro-Perú 
no tiene recursos para comprar La Pampilla. El 
2012 sus utilidades fueron solo de S/.64 millones 
y en el primer bimestre del 2013 registra pérdidas 
acumuladas por S/.616 millones. Además, necesi-
ta US$3.450 millones para modernizar Talara. Si 
el gobierno quiere comprar Repsol, todo apunta a 
que va a meter la mano -y bien profundo- al bolsi-
llo del contribuyente. Un presidente demócrata y 
honesto, por supuesto, no miente.

El señor Humala tiene que demostrar que le 
importa la Constitución, que no nos mete a ne-
gocios aparentemente sin sentido o turbios y que 
dice la verdad. Si no, podemos empezar a pensar 
que no tenemos un presidente, sino un pato.

E l plan de inversiones 2013-
2016 anunciado para Seda-
pal por S/.8.443,5 millones 
y la insistencia del Gobierno 
por una gestión estatal de las 

Empresas Prestadoras de Servicios de 
Saneamiento (EPS) no son buenas noti-
cias. En Contribuyentes por Respeto estudiamos 
recientemente el estado del servicio de sanea-
miento con énfasis en áreas urbanas atendidas 
por EPS y encontramos indicadores de desempe-
ño sumamente pobres que no permiten augurar 
una ejecución eficiente y solidaria de nuestros 
impuestos.

En acceso a agua y alcantarillado encontra-
mos 2,1 millones de personas sin agua y 3,7 
millones de personas sin alcantarillado en áreas 
urbanas. Ucayali es el caso más dramático, don-
de solo 4 de cada 10 pobladores tienen acceso a 
estos servicios. 

La continuidad del servicio también es un pro-
blema, pues en provincias bordea 15 y en Lima 
22 horas/día, lo cual lleva a que la gente almace-
ne el agua en cisternas y tanques, donde por falta 
de cultura de mantenimiento se pierde el cloro 
necesario para el consumo humano (según 
Enaho solo el 33% del agua consumida en el país 
tiene suficiente cloro). 

La falta de tratamiento de aguas servidas es 
otro problema. Las EPS se encuentran entre 
las empresas que más contaminan el medio 
ambiente, pues tratan solo el 31,5% de las aguas 
servidas y el resto se desecha al medio ambiente 
en un volumen equivalente a 47,46 veces la Vía 
Expresa por mes (contaminación asociada con 
enfermedades como hepatitis, cólera y tifus). 

En términos comparados regionales, Cepal 
(2012) nos ubica en el último lugar de la región 
en acceso a fuentes mejoradas de agua y en el pe-

núltimo lugar en acceso a saneamiento. 
Entre las experiencias regionales es in-
teresante comparar la gestión de Seda-
pal con la de Aguas Andinas de Santia-
go, empresa privada que hace 10 años 
tenía similar número de conexiones, y 
que hoy ofrece 20% más conexiones, 

3 veces más tratamiento de aguas servidas, 
menos de la mitad de densidad de roturas de 
redes, 29% mayor medición y 23 veces mayor 
rentabilidad patrimonial que Sedapal (2011); a 
pesar de tener un costo operativo por conexión 
52% menor.

Es cierto que las empresas privadas no enfren-
tan las mismas condiciones que las estatales, 
pero justamente por eso es clave observar su 
desempeño. Tal como ha afirmado el presidente 
de Sunass, la mayoría de EPS no se maneja con 
sentido empresarial sino político y debe enfren-
tar una “telaraña sectorial” que no promueve la 
eficiencia. ¡Bingo! ¿Por qué entonces los contri-
buyentes debemos aceptar que el Estado siga 
gestionando estos servicios?

Para los millones de personas sin agua y alcan-
tarillado, sincerar las tarifas para desarrollar 
una asociación público privada no significaría 
un mayor gasto, pues actualmente invierten 
26,72 veces más que quienes tenemos acceso a 
red (considerando precio por m3 y tiempo nece-
sario para conseguirla). Y si bien para los demás 
sí significaría un aumento, las concesiones en 
electricidad y telefonía locales muestran que 
desde su concesión las tarifas subieron 1,4 veces, 
pero luego se redujeron 2,4 en telefonía y 0,5 en 
electricidad. 

¿El impacto que tiene en la población el servi-
cio de agua y saneamiento disuadirá al Gobier-
no de insistir con las empresas estatales en este 
sector?  Corren las apuestas.

E n la entrevista que concedió el do-
mingo, el presidente fue muy enfá-
tico al señalar que busca hacer un 
gobierno “predecible” y en el que la 
gente “sepa qué va a pasar”. Fue iró-

nico, sin embargo, que dichas declaraciones fue-
sen el colofón de varias otras mediante las cuales 
profundizó las dudas que él mismo sembró re-
cientemente acerca del rumbo que pretende dar-
le a su gobierno.

Lo que se contrapone más a las buenas inten-
ciones de predictibilidad del señor Humala, sin 
embargo, no son solo sus palabras. Son, más 
bien, varios actos de su gobierno que restan cla-
ridad sobre qué pueden esperar quienes quieren 
arriesgar su dinero en nuestro país.

Veamos algunos casos. Con Conga, el gobier-
no estableció que, para autorizar un proyec-
to extractivo importante, podía exigir a una 
empresa condiciones no previstas en ninguna 
ley. Por ejemplo, garantizar 10.000 puestos de 
trabajo directos que la empresa no necesita, la 
constitución de un fondo social o la construcción 
de infraestructura en la zona. Este precedente, 
sumado a los problemas que ha dejado la pésima 

regulación de la consulta previa, ha creado 
mucha incertidumbre sobre la viabilidad de los 
proyectos de las industrias extractivas.

La regla de que las reglas no importan se 
confirmó en el sector telecomunicaciones con la 
renovación del contrato de Telefónica. El Ejecu-
tivo, nuevamente, decidió que le podía exigir a 
la empresa varios requisitos que ninguna norma 
prevé, como entregar gratuita-
mente 1.162 a Internet satelital 
para entidades públicas rurales o 
11.000 a Internet DSL para enti-
dades públicas en zonas urbanas, 
entre otros. ¿Cuáles serán las 
condiciones de renovación para 
los siguientes contratos? Nadie lo 
puede saber.

En el mercado de la energía, por su parte, el 
gobierno también ha sembrado su cuota de in-
certidumbre con el anuncio de que ampliará de 
distintas formas la participación de Petro-Perú y 
Electro-Perú. A fin de cuentas, es un gran riesgo 
entrar a competir con empresas estatales que tie-
nen la enorme y desleal ventaja de recibir dinero 
del fisco y que pueden ser tratadas con guantes de 

seda cuando de fiscalizarlas se trata debido a que 
el fiscalizador y el fiscalizado son el mismo.

Asimismo, recientemente el gobierno ha 
decidido agregar incertidumbre a la inversión 
portuaria al entregarle a la Marina la supervi-
sión de los puertos y la aprobación de su entrega 
en concesión. Ello, a pesar de que esta es una en-
tidad que en el pasado burocratizó el comercio 

exterior y que tiene antecedentes 
de no estar comprometida con el 
ingreso de nuevos inversionistas 
privados.

Paralelamente, existen varios 
proyectos legislativos de la ban-
cada nacionalista que amenazan 
con cambiar las reglas de juego 

radical e impredeciblemente en distintos secto-
res. Entre otros, para el agro existe la iniciativa 
de restringir el crecimiento de las empresas 
limitando la extensión de la tierra de la que pue-
den ser  propietarias. Y para la banca existe un 
proyecto de ley que, de aprobarse, haría incierto 
cuánto pueden cobrar las entidades financieras 
por los préstamos que otorgan.

Estas medidas, sumadas a las últimas de-

claraciones del presidente que podrían llevar 
a pensar que el gobierno evaluaría cambiar el 
rumbo económico del país, no son pasadas por 
alto por los inversionistas. Según un sondeo 
del SAE de Apoyo Consultoría, más del 80% de 
empresas estarían descontentas con el gobier-
no. Una encuesta de la Cámara de Comercio 
de Lima muestra que un 70% de empresarios 
limeños afirma que las recientes declaraciones 
del señor Humala están afectando sus decisio-
nes de inversión. Y la reciente caída del sol frente 
al dólar –a diferencia de lo que sucede en el resto 
del mundo– no podría ser más elocuente.

Los norteamericanos tienen una frase muy 
cierta: el animal más cobarde es el millón de 
dólares. Por eso, cuando el mismo Estado genera 
incertidumbre, no es difícil espantar a los inver-
sionistas. Y, especialmente un gobierno como el 
del señor Humala, supuestamente interesado en 
el crecimiento y la inclusión de los más pobres, 
debería ser consciente de que la misma cobardía 
del millón de dólares la tienen los pocos soles 
que invierten los emprendedores de pocos re-
cursos que hoy, con mucho esfuerzo, participan 
de la construcción de un nuevo Perú.

- ENRIQUE PASQUEL -
Editor adjunto de Opinión

EDITORIAL

HUMOR PROFANO

“En la entrevista que concedió ayer, el presidente Ollanta Humala pareció esforzarse por no dejar las cosas claras [...] Fue irónico, por eso, que el señor Humala concluyese la entrevista declarando que busca 
hacer un gobierno ‘predecible’ y en el que ‘la gente sepa qué va a pasar’.    Editorial de El Comercio La lista se alarga / 29 de abril del 2013

Si camina como pato...

EL TÁBANO

- EL TUNCHE -- MARIO MOLINA -

E sta semana, haciendo gala de su re-
conocida independencia, el Tribunal 
Constitucional boliviano decidió que 
cinco más cinco más cinco era diez 
y no quince. Es decir, que el plurina-

cional presidente boliviano, Evo Morales, podía 
lanzarse a una rereelección y no había problema 
porque los primeros cinco años de su mandato 
no contaban. “¡Constitución nueva, mandato 
nuevo!”, sintetizó el TC en uno de los consideran-
dos de su polémica resolución.

Como era de esperarse, la decisión fue respal-
da por el oficialismo boliviano. La congresista 
Martha Chávez,  vocera de Cambio 2006-Nueva 
Mayoría, partido que llevó al poder a Morales, 
elogió la sentencia: “Yo felicito que el Tribunal 
haya actuado conforme a derecho... Bien por 
ellos, porque ya teníamos los votos para desti-
tuirlos si no lo hacían así”, indicó la parlamen-
taria con evidente convicción democrática. A 

El ritmo de Evo
ello, su compañera de bancada, Carmen Lozada, 
agregó: “Yo quiero decirle a los políticos tradicio-
nales que no dejaremos que Bolivia retroceda, 
¡tenemos Evo para rato!”, gritó exaltada mien-
tras acusaba de violentistas a los opositores.

El presidente Morales fue más cauto en sus 
declaraciones. Consultado sobre el tema, afirmó 
que él era respetuoso de la independencia de 
poderes y que tomaba con humildad la decisión 
del máximo organismo constitucional del país. 
Asimismo, señaló que todavía no había decidido 
si se lanzaría o no por un nuevo mandato, pero 
que de hacerlo, le garantizaba a su pueblo que 
seguiría gobernando con honradez, tecnología 
y trabajo.

Ciertamente incierto
La incertidumbre que crea el gobierno tiene un costo para el Perú

DESCONFIANZA
Hay varios actos del 
gobierno que restan 

claridad a lo que pueden 
esperar quienes quieren 

arriesgar su dinero en 
nuestro país.

LA TRANSPARENCIA DEL SEÑOR HUMALA

- FERNANDO CÁCERES -
Director ejecutivo de Contribuyentes por Respeto

¿Agua para todos?
EL FRACASO DEL MODELO DE EMPRESA ESTATAL
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